El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
Providencia:
AUTO DE TUTELA – INCIDENTE DE DESACATO EN EL GRADO DE CONSULTA – 19 de diciembre de 2016
Radicación Nro. :
  
66001-31-10-003-2015-00899-01
Accionante:

JOSÉ JAVIER JARAMILLO GALLEGO 

Accionados:
     
COLPENSIONES
Proceso:                
Acción de Tutela – Revoca sanción impuesta por cumplimiento de la orden impartida

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


DERECHO DE PETICIÓN / INCREMENTO PENSIONAL / CUMPLIMIENTO TARDÍO DE LA ORDEN IMPARTIDA. “ [E]está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo, por lo que deja entrever la foliatura, no acató, en el tiempo que se le otorgó para ello, la sentencia respectiva. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente, en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque ahora existe plena prueba
 acerca de las gestiones adelantadas (f. 4 a 13, c.2), que finalmente concluyeron en un pronunciamiento sobre la petición del accionante en el sentido de acceder a su petición de incremento pensional, por parte de la Gerencia Nacional de Reconocimiento, en cumplimiento de fallo judicial proferido ante la jurisdicción ordinaria. Por tanto, en el presente trámite, aunque de manera tardía, hubo pronunciamiento claro y de fondo sobre la solicitud de la actora, por lo que no cabe mantener las sanciones impuestas (…)”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Auto 181 de 2015 / Sentencia T-191 de 2009.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Pereira, diciembre diecinueve de dos mil dieciséis
Expediente: 66001-31-10-003-2015-00899-01

Se pronuncia la Sala en relación con la consulta del auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia local, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Luis Fernando de Jesús Ucross, Doris Patarroyo, Haydee Cuervo Torres y Mauricio Olivera González, en sus calidades de Gerente Nacional de Reconocimiento, Gerente Nacional de Nómina, Gerente Nacional de Defensa Judicial y Presidente de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, respectivamente, de un (1) día de arresto y multa de un (1) salario mínimo mensual legal vigente, por no cumplir con la orden dispuesta en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 9 de diciembre de 2015, dentro de la acción constitucional que contra dicha entidad promovió, por conducto de abogado, el señor José Javier Jaramillo Gallego. 
ANTECEDENTES

En el fallo aludido, el Juzgado le ordenó a Colpensiones, por medio de la Gerencia Nacional de Reconocimiento, Gerente Nacional de Nómina y Gerente Nacional de Defensa Judicial, que en el término de cinco días “…proceda a dar respuesta de fondo al derecho de petición elevado por el señor Jaramillo Gallego el 9 de octubre de 2015, … tendiente a que se le resuelva sobre el pago de un incremente pensional.”
Ante la manifestación del interesado sobre el incumplimiento, se abrió el respectivo incidente contra Luis Fernando de Jesús Ucross, Doris Patarroyo Patarroyo, Haydee Cuervo Torres y Mauricio Olivera González, en calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento, Gerente Nacional de Nómina, Gerente Nacional de Defensa Judicial y Presidente de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, respectivamente, este último como superior. En vista de que guardaron silencio, se les impuso sanción en la forma arriba indicada y subió el auto en consulta.  

 



En esta instancia, la entidad accionada se pronunció, enviando por correo electrónico copia de escrito de respuesta y la resolución mediante la cual se resolvió la petición del actor consistente en el incremento en la pensión de lo que fue enterado el interesado  (f. 4 a 13, c. 2).

  



CONSIDERACIONES 




La acción de tutela se ha constituido en un referente social de trascendencia nacional, desde su ubicación constitucional en el año 1991. Tanta es su importancia, que el cumplimiento de las órdenes que en ejercicio de la misma se imparten es perentorio, so pena de que, en caso de omisión, deban enfrentar las autoridades o los particulares a quienes se les imponen, las consecuencias propias de la misma, previstas ellas en el artículo 52 del Decreto 2591, bajo cuyo tenor se puede sancionar con arresto hasta por seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Tal omisión, sin embargo, debe obedecer a razones de orden subjetivo, es decir, que provengan del capricho, o de la manifiesta intención de sustraerse, sin una razón válida, al acatamiento de la orden del juez constitucional, lo cual debe ser valorado en cada caso, entre otras razones, porque la finalidad última del incidente es la satisfacción del derecho fundamental que se ha lesionado, antes que la sanción. 

En esta medida, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente de desacato y el cumplimiento mismo, y en esa distinción, de tiempo atrás viene precisando que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
.  Además, si la finalidad última del incidente de desacato es que se cumpla la orden de tutela, esto puede ocurrir durante su trámite, e incluso luego de impuestas las sanciones, pero antes de que se hagan efectivas, como con propiedad lo ha venido reconociendo la Corte Constitucional, que en su reciente auto 181 de 2015, recordó que: 

“147. Desde sus primeras providencias la Corte Constitucional ha diferenciado entre el cumplimiento de las sentencias de tutela y el incidente de desacato. En sentencia T-458 de 2003
 estas disparidades se hicieron explícitas: (i) “el cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal” y; (ii) “la responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva”.

148. Entonces, mientras el trámite de cumplimiento obliga al juez de tutela a adoptar todas las medidas que encuentre necesarias para materializar la protección concedida, el desacato es un mecanismo “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
.

149. Debido a lo expuesto, “la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”
. (Subrayado fuera del original)”

Es importante esta diferenciación en el caso de ahora, porque, objetivamente, está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo, por lo que deja entrever la foliatura, no acató, en el tiempo que se le otorgó para ello, la sentencia respectiva. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente, en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque ahora existe plena prueba
 acerca de las gestiones adelantadas (f. 4 a 13, c.2), que finalmente concluyeron en un pronunciamiento sobre la petición del accionante en el sentido de acceder a su petición de incremento pensional, por parte de la Gerencia Nacional de Reconocimiento, en cumplimiento de fallo judicial proferido ante la jurisdicción ordinaria.
Por tanto, en el presente trámite, aunque de manera tardía, hubo pronunciamiento claro y de fondo sobre la solicitud de la actora, por lo que no cabe mantener las sanciones impuestas frente a Luis Fernando de Jesús Ucross. 

Mucho menos, en lo que respecta a Doris Patarroyo Patarroyo, Haydee Cuervo Torres y Mauricio Olivera González, en sus condiciones de Gerente Nacional de Nómina, Gerente Nacional de Defensa Judicial y Presidente de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, en su orden, dado que, como emerge con claridad del acto administrativo emitido, la responsable de dar respuesta era la Gerencia Nacional de Reconocimiento y no las otras dependencias vinculadas. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia local, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Luis Fernando de Jesús Ucross, Doris Patarroyo Patarroyo, Haydee Cuervo Torres y Mauricio Olivera González, en sus calidades de Gerente Nacional de Reconocimiento, Gerente Nacional de Nómina, Gerente Nacional de Defensa Judicial y Presidente de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, respectivamente, dentro de la acción de tutela que contra la mencionada entidad promovió, por conducto de abogada, José Javier Jaramillo Gallego. 
En su defecto, se abstiene la Sala de imponer sanciones a los citados funcionarios. 
El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Ver folios 5 a 9 y 10 a 18 del cuaderno No. 2


� Sentencia T-191 de 2009. 


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia T-191/09 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Ibídem.


� Ver folios 5 a 9 y 10 a 18 del cuaderno No. 2





